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Decisión: Confirma y revoca   


DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/ Término de ejecutoria de acto administrativo notificado separadamente a la titular de derecho y a su apoderado cuenta desde el momento de la notificación de ese último/ Falta de acreditación de la vía de hecho en que se incurrió en el acto administrativo 
“(…) es evidente que dentro del presente asunto existió, respecto del rechazo por extemporáneos de los recursos interpuestos por los accionantes, una vulneración al debido proceso originada en ese acomodadizo conteo de términos que hizo la entidad accionada, lo cual ha llevado a un menoscabo también de su derecho de defensa y contradicción pues es evidente que se le ha impedido a toda costa atacar la resolución tantas veces mencionada; ello por cuanto la UGPP procedió a notificar antes que cualquiera a la titular del derecho reclamado (…) y sin corroborar en algún momento si comprendía o no lo que tal documento decía, puesto que ella al actuar por intermedio de apoderado judicial, estaba y está dando a entender que no comprende de esos temas legales y que por tanto todo lo relacionado con su proceso debe ser tratado con él ya que es quien tiene los conocimientos académicos y profesionales para saber qué hacer frente a cada situación que se suscita dentro del mismo; ello independientemente de si la señora Ramírez autorizó que a ella se le notificara o no por correo electrónico, puesto que tal autorización no la dio el abogado accionante dentro del presente asunto, entonces por tanto no se puede entender que con ese envío de la resolución a la petente a su email, se pueda dar al unísono por notificado a su representante judicial (…)
(…) sin embargo, no puede decirse lo mismo en punto de la determinación adoptada por el Juez Quinto Penal del Circuito en cuanto a dejar sin efectos la ya mencionada resolución, ello por cuanto la misma resulta excesiva pues a pesar de los dichos de la parte accionante dentro del libelo no se evidencian los motivos por los cuáles afirmar que con esa determinación se están vulnerando los derechos de la parte reclamante o cómo con la misma se configura una vía de hecho según los dichos del fallador de primer nivel (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-514 de 2003, C-1189 de 2005, T-346 de 2007, T-218 de 2010 y C-012 de 2013.
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ASUNTO
Decide de fondo la Colegiatura, sobre la impugnación interpuesta por la accionada UNIDAD DE GESTIÓN Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP-, en contra de la decisión adoptada el 10 de febrero de 2016 por el Juez Quinto Penal del Circuito local, por medio de la cual decidió tutelar los derechos fundamentales reclamados por el representante judicial de la señora MARÍA IDALBA RAMÍREZ PULGARIN. 
ANTECEDENTES
Cuenta el libelista que la señora Ramírez Pulgarín por intermedio suyo, presentó ante la UGPP el 14 de noviembre de 2014 cuenta de cobro para el acatamiento de una sentencia judicial proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito local el 21 de agosto de 2012, anexando para tales efectos, entre otros documentos, copia auténtica de la misma. Posteriormente, el 6 de febrero de 2015, la señora María Idalba adjuntó copia del fallo laboral autentificado y con constancia del Despacho de que prestaba merito ejecutivo. 
En respuesta a lo anterior, el 11 de febrero de 2015 se profirió la resolución RDP 005555 por medio de la cual se negó la solicitud de cumplimiento integral de la decisión judicial referenciada, argumentando que el solicitante no había allegado copia autentica de ella con la constancia de ser primera y prestar merito ejecutivo. 

Dice el actor que esa decisión le fue notificada a él el 15 de abril de 2015, razón por la cual y hallándose dentro del plazo legalmente establecido para ello, procedió a presentar el 4 de mayo de ese año los recursos de ley; mismos que fueran rechazados por extemporáneos mediante auto ADP 004310 del 21 de mayo de ese año, ya que la entidad consideró que ese plazo se había vencido 10 días después de que a la señora Ramírez, titular del derecho, se le notificó la decisión vía correo electrónico el 16 de abril de 2015. Desconociendo de esa manera el derecho de postulación, el término otorgado a él como abogado por el aviso y que la accionante jamás autorizó las notificaciones por ese medio. 
Inconforme con la decisión atrás aludida, cuenta el abogado Merchan que presentó el 9 de junio de 2015 recurso de reposición y en subsidio de queja en su contra; la reposición se resolvió en la resolución RDP 034206 del 20 de agosto de 2015, confirmando en todas sus partes el auto reprochado, pero omitiendo pronunciarse respecto del recurso de queja. 

Inconforme con todas las decisiones adoptadas y con las falencias acaecidas durante todo el trámite administrativo, el representante judicial de la señora María Idalba presentó solicitud de revocatoria directa de la resolución RDP 005555 del 11 de febrero de 2015, que fue resuelto a través del auto ADP 014965 del 17 de noviembre de ese año, rechazando la petición por ser improcedente toda vez que contra ese acto administrativo ya se habían interpuesto los recursos de ley.
Con base en todo lo narrado, dice el libelista que la entidad accionada se ha valido de todas las artimañas jurídicas que ha tenido a su disposición a fin de continuar dilatando en el tiempo el cumplimiento de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 21 de agosto de 2012, por ello solicita que en aras de brindar protección al derecho al debido proceso de la señora Ramírez, se le ordene a la UGPP resolver de fondo y de manera definitiva los recursos de reposición y en subsidio de apelación que interpusiera el 4 de mayo de 2015 contra la resolución RDP 005555 del 11 de febrero de 2015.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
La acción fue admitida el 28 de enero del año que avanza por el Juzgado Quinto Penal del Circuito local, ordenándose notificar y correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la entidad accionada para que se pronunciara si a bien lo tenía sobre los hechos materia de tutela. Allegada la respuesta de la UGPP el Despacho de conocimiento procedió a realizar un análisis de la misma, para posteriormente proferir fallo el 10 de febrero de 2015, tutelando el derecho fundamental invocado por el representante judicial de la señora Ramírez Pulgarín, por considerar que la actuación surtida por parte de la accionada para notificar a la señora María Idalba el 16 de abril de 2015 vía correo electrónico no podía surtir efectos jurídicos toda vez que su representante judicial no fue notificado en la misma fecha, y es él quien tiene los conocimientos jurídicos para saber qué hacer con posterioridad a ese acto, profesional que en ningún momento autorizo se le notificara por vía electrónica, por ende no era viable contar los términos para interponer recursos desde el momento de la notificación de la titular del derecho, sino a partir del día siguiente a que se notificó a su representante judicial, profesional del derecho a través de quien ella ha actuado todo el tiempo, persona que fue notificada por aviso el 25 de abril de 2015, lo que implica que los recursos interpuestos sí se presentaron dentro del plazo legalmente establecido para ello. Dado lo anterior, le ordenó a la UGPP que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, procediera a reactivar el expediente pensional de la actora y a practicar las pruebas que resultaran necesarias y pertinentes para que a más tardar en 20 días contados a partir de la notificación de esa decisión, profiriera nuevo acto administrativo donde analizara de fondo lo solicitado el 14 de noviembre de 2014 por el abogado Merchan Forero. Lo anterior a pesar de que la petición del libelista solo estaba encaminada en que fueran admitidos y resueltos de fondo los recursos en contra de la resolución RDP 005555, toda vez que la misma resulta revestida de un excesivo formalismo inane y caprichoso que va en contra del ideal de justicia material, lo cual no puede ser pasado por alto por el juez de tutela; por tanto se dejó sin efectos ese acto administrativo. 

IMPUGNACIÓN
Una vez conoció el fallo de instancia el Subdirector Jurídico de la UGPP presentó escrito impugnándolo por medio del cual reiteró los dichos de su respuesta a la tutela, esto es que la señora María Idalba el 7 de abril de 2015 mediante solicitud electrónica le pidió a la entidad que la notificaran vía correo electrónico a su dirección que es maidara@yahoo.es llenando para tal fin el formulario requerido; además de ello, fue por esa misma vía que la petente hizo llegar el 4 de mayo de 2015 los recursos de reposición y en subsidio de apelación en contra de la resolución RDP005555 del 11 de febrero de 2015, razón por la que considera que no existió vulneración del debido proceso ya que se le notificó a ella por el medio más expedito posible la decisión adoptada por esa entidad frente a su petición. 
De otro lado, indica no estar de acuerdo con la determinación del A-quo de tutelar el derecho invocado por la parte accionante, toda vez que con ello se está violando el principio de residualidad de la tutela, puesto que los actores cuentan con otro mecanismo judicial para hacer cumplir la sentencia de la justicia laboral y es el proceso ejecutivo, especialmente si se tiene en cuenta que dentro del presente asunto no se probó que la señora María Idalba se encontrara en una situación de perjuicio irremediable que le haga imposible acudir a la justicia ordinaria para buscar el pago de lo reclamado. Posteriormente expuso los motivos por los que se pide la primera copia autentica de la sentencia que preste merito ejecutivo, para finalmente solicitar que se revoque el fallo de primera instancia y se declare la carencia actual de objeto o se declare que en el presente asunto se desconoce el principio de subsidiariedad de la tutela. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, en armonía con los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000.
En el presente asunto la Sala debe entrar a determinar si la entidad accionada con su actuar para la notificación de la decisión adoptada mediante la resolución RDP 005555 del 11 de febrero de 2015 vulneró o no el derecho fundamental al debido proceso de la parte actora, de modo que deba confirmarse la decisión del A-quo o si por el contrario su actuar fue ajustado a las normas y por ende el mismo debe ser revocado. 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por el libelista, esta dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordené a la UGPP admitir y darle trámite a los recurso por  él interpuesto dentro del plazo legalmente otorgado para ello después de su notificación.
Sobre el debido proceso.

El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. 
Frente a ello ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve acabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados. 

Respecto a este tema, en los casos de incorporación al servicio militar obligatorio dijo la Corte Constitucional: 

“4.3. No sobra agregar, por interesar a esta causa que, lógicamente, los trámites que efectúen las autoridades militares de reclutamiento deben observar el respeto por el debido proceso y por las garantías que de él se desprenden, más aún, cuando las decisiones que se profieren, como en el caso bajo estudio, modifican sustancialmente la situación de un soldado frente a la modalidad en que debe atender la obligación relativa a la prestación del servicio militar obligatorio.”

Sobre las notificaciones.

El capítulo V de la Ley 1437 de 2011 establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular. 
Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.”
Y en consonancia con lo anterior la Corte Constitucional consideró que: 

“4.1.5. Con respecto a la notificación de las actuaciones administrativas, de carácter particular y concreto, el capítulo V del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011-, en el artículo 67 se establece que las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente, mediante la entrega al interesado, de la copia integra, auténtica y gratuita de acto administrativo. La notificación personal también se podrá realizar por medio electrónico en determinados casos y siempre que el interesado acepte ser notificado de esta manera, o por estrados. Asimismo, el artículo 68 del mismo Código, dispone que de no existir otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal y se establece que   “Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días”. De no hacerse la notificación personal al cabo de cinco días del envío de la notificación, se realizará por aviso que se remitirá igualmente al número de fax o al correo electrónico que figure en el expediente o que pueda obtenerse del registro mercantil.”
    
Del caso concreto.

En el presente asunto se tiene como algo probado y que no merece discusión alguna el hecho de que a la señora María Idalba Ramírez Pulgarín le fue notificado por parte de la UGPP a su correo electrónico el 16 de abril de 2015 la resolución RDP 005555 del 11 de febrero de 2015; mientras que a su abogado se le dio a conocer esa decisión el 29 de ese mismo mes y año, mediante aviso. Igualmente está claro que la señora María Idalba el 7 de abril de 2015 aceptó que la UGPP le realizara a ella las decisiones en su proceso vía email, sin que ese mismo consentimiento se hubiese dado por parte del abogado accionante.  
De acuerdo a lo anterior, el problema que surge en el presente asunto es determinar desde qué momento debían contarse los términos para la interposición de los recursos en contra de esa resolución.
En ese orden, se tiene que acá hay dos momentos a partir de los cuáles se puede realizar ese conteo, uno es desde el día siguiente a la notificación a la titular del derecho, esto es a partir del 17 de abril de 2015 lo que nos daría que el mismo se venció el 28 de ese mes y año. El segundo momento es un día después de la notificación de la resolución al abogado de la señora María, lo que indica que ese tiempo empezó a correr el 30 de abril y finiquitó el 11 de mayo de 2015. 

Visto lo anterior, y toda vez que el recurso de impugnación y en subsidio de apelación fue presentado el 4 de mayo de 2015, consideró la UGPP que el mismo era extemporáneo ya que el conteo de términos lo realizó con la remisión de correo electrónico a la señora Ramírez; el abogado por su parte tomó en cuenta la notificación que por aviso se le hiciera a él de la decisión de la UGPP frente a su pedido, para presentar el recurso, lo que implica que lo realizó dentro del término legalmente establecido para ese tipo de asuntos. 

En ese orden de ideas, encuentra la Sala que de acuerdo a sus intereses cada uno de los involucrados dentro de este asunto contó los términos como más le favoreciera, sin embargo llama bastante la atención que la entidad accionada haya dispuesto todo para enterar a la señora María Idalba de la decisión adoptada dentro de su reclamación, y que solo se ocupara de notificar a su representante judicial cuando lo términos para interponer recursos, de acuerdo a ese acto de notificación habían vencido, a pesar de que se pudo haber enterado al mismo tiempo a esas dos personas. 
Aunado a lo anterior, no se debe olvidar que en el caso materia de tutela la señora María Idalba todo el tiempo ha actuado por intermedio de apoderado judicial, quien fue la persona que presentó la cuenta de cobro el 14 de noviembre de 2014 (Fls. 11 a 13), lo que hace aún más llamativo el hecho de que a la accionante se le hubiese notificado la decisión adoptada mediante la resolución RDP 005555 del 11 de febrero de 2015, y no al Dr. Merchan, como es de esperarse dentro de actuaciones en las cuales el solicitante actúa por intermedio de un abogado que tiene todos los conocimientos jurídicos para saber qué hacer frente a las acciones u omisiones de la administración. 
En ese orden de ideas, para esta Corporación es evidente que dentro del presente asunto existió, respecto del rechazo por extemporáneos de los recursos interpuestos por los accionantes, una vulneración al debido proceso originada en ese acomodadizo conteo de términos que hizo la entidad accionada, lo cual ha llevado a un menoscabo también de su derecho de defensa y contradicción pues es evidente que se le ha impedido a toda costa atacar la resolución tantas veces mencionada; ello por cuanto la UGPP procedió a notificar antes que cualquiera a la titular del derecho reclamado, haciéndolo por un medio informal, aunque aceptado jurídicamente, como lo es el email, y sin corroborar en algún momento si comprendía o no lo que tal documento decía, puesto que ella al actuar por intermedio de apoderado judicial, estaba y está dando a entender que no comprende de esos temas legales y que por tanto todo lo relacionado con su proceso debe ser tratado con él ya que es quien tiene los conocimientos académicos y profesionales para saber qué hacer frente a cada situación que se suscita dentro del mismo; ello independientemente de si la señora Ramírez autorizó que a ella se le notificara o no por correo electrónico, puesto que tal autorización no la dio el abogado accionante dentro del presente asunto, entonces por tanto no se puede entender que con ese envío de la resolución a la petente a su email, se pueda dar al unísono por notificado a su representante judicial, quien en ningún momento ha autorizado se le notifique de esa manera. 
De acuerdo a lo anterior, es evidente que la Corporación se encuentra de acuerdo con el A-quo en que es necesario brindar la protección constitucional al debido proceso de la parte accionante en cuanto a la manera como la UGPP realizó el conteo de los términos para la interposición de recursos en contra de la decisión adoptada por esa entidad mediante la resolución RDP 005555 del 11 de febrero de 2015; sin embargo, no puede decirse lo mismo en punto de la determinación adoptada por el Juez Quinto Penal del Circuito en cuanto a dejar sin efectos la ya mencionada resolución, ello por cuanto la misma resulta excesiva pues a pesar de los dichos de la parte accionante dentro del libelo no se evidencian los motivos por los cuáles afirmar que con esa determinación se están vulnerando los derechos de la parte reclamante o cómo con la misma se configura una vía de hecho según los dichos del fallador de primer nivel. De allí que sea necesario revocar la determinación de dejar sin efectos el acto administrativo atrás referenciado, para en su lugar simplemente dejar sin efectos el auto ADP 004310 del 21 de Mayo de 2015 proferido por la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, al igual que todas las actuaciones que frente a ese mismo asunto se dieron de manera posterior, para de esa manera ordenar que se admita y se resuelva el recurso de impugnación y en subsidio de apelación que interpuso el Dr. Merchán en contra de tal resolución, lo que deberá de realizar en los términos previstos por el C.P.A.C.A. Es de aclarar que en el presente asunto la Colegiatura no establece un plazo perentorio distinto al consagrado en la Ley 1437 de 2011, toda vez no se avizora que a la titular de los derechos reclamados, esto es la señora María Idalba Ramírez Pulgarín, se le esté causando un perjuicio irremediable por el no aumento de su pensión.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la tutela al derecho fundamental al debido proceso invocado por el representante judicial de la señora MARÍA IDALBA RAMÍREZ PULGARÍN, en contra del UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL –UGPP-, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: REVOCAR el numeral segundo del fallo revisado, para en su lugar DEJAR SIN EFECTOS el auto ADP 004310 del 21 de Mayo de 2015 proferido por la Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, al igual que todas las actuaciones que frente a ese mismo asunto se dieron de manera posterior.  
TERCERO: REVOCAR el numeral tercero de la decisión revisada y en su lugar ORDENARLE a la Dra. Clara Janeth Silva Villamil, Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, o quien haga sus veces, que proceda de manera inmediata a admitir los recursos de reposición y en subsidio de apelación interpuestos por el Dr. Merchan, representante judicial de la señora María Idalba Ramírez Pulgarín, el 4 de mayo de 2015. 
CUARTO: ORDENARLE a la Dra. Clara Janeth Silva Villamil, Subdirectora de Determinación de Derechos Pensionales de la UGPP, o quien haga sus veces, que dentro de los términos establecidos por la Ley 1437 de 2011, proceda a darle trámite y resolver los recursos interpuestos por el representante judicial de la señora Ramírez Pulgarín en contra de la resolución RDP 005555 del 11 de febrero de 2015, ello de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión. 
QUINTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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